Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 45 minutos.) 


Nuevamente es un gusto recibir a la doctora Ana Goñi, Asesora Legal de la Dirección Nacional 
de Minería y Geología, y a la química Raquel Piaggio, responsable de la Unidad Ambiental del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


En la sesión anterior habíamos aprobado el artículo 2? y habíamos postergado la votación de 
los artículos 1%, 3% y 4”. 


Léase el artículo 5*. 


SEÑOR GAMOU.- A efectos de agilitar el trabajo de la Comisión, propongo que se suprima la lectura, 
señor Presidente. 


SEÑOR HEBER.- Los primeros dos títulos -por llamarlos de alguna manera- de este artículo 
simplemente cambian los valores, que estaban expresados en nuevos pesos, a unidades indexadas. 
De manera que, si no hay comentarios a este respecto, pasaríamos al tercer título, “Canon de 
producción”, que sí tiene modificaciones importantes. 


Vamos a comenzar por los numerales 1A y 1B. 
Léase. 

(Se lee:) 

“111. Canon de producción. 


El titular de un derecho minero de explotación abonará desde el momento en que toma 
posesión de la concesión un Canon de producción, de acuerdo con las siguientes reglas: 


1A) El Canon de producción para yacimientos de sustancias minerales no metálicas 
pertenecientes a Clase lIl y Clase IV, constituirá un porcentaje del valor de comercialización del 
producto extraído de la mina. Dicho valor se calculará por el promedio de los precios de 
comercialización del producto en el último semestre. 


1B) El Canon de producción para los yacimientos de sustancias minerales metálicas 
pertenecientes a la Clase lll, constituirá un porcentaje del monto 'Free on Board” del mineral exportado 
o del monto del mineral facturado en plaza, en el período considerado. 


Si el valor unitario que surge de la facturación fuere inferior en más del 10% (diez por ciento) 
del promedio de los precios de dicho mineral en el mercado internacional en el mismo período, se 
tomará este último a los efectos de determinar el monto sobre el que se aplicará el Canon”. 


En consideración. 


¿Los señores Senadores tienen alguna consideración para hacer acerca del título lll del 
artículo 45, en la redacción dada por el artículo 5%? 


SEÑOR ABREU.- En este artículo se cambia el régimen vigente y se establece la diferencia entre 
minerales metálicos y no metálicos. Pero, además, me gustaría leer el primer párrafo del título 11l, y que 


me ayuden a reflexionar al respecto. En el artículo 45 original del Código de Minería se establece: “El 
Canon de producción constituirá un porcentaje del valor del producto bruto”, y ahora se propone 
sustituirlo -según el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes- por “del valor de 
comercialización del producto extraído de la mina”. Luego se establece cómo se va a calcular. 


Quiero saber el motivo de esta modificación porque, en el caso de los minerales no metálicos, 
se establece el cálculo -que a mi criterio es muy confuso- sobre el valor de comercialización del 
producto extraído de la mina. Me gustaría saber si se refiere al valor del mineral inmediatamente 
después de ser extraído o luego de haber sufrido un proceso de industrialización. Este es un tema muy 
importante, porque debe estar relacionado de alguna forma con el 15% de obligación en el mercado 
para determinados minerales no metálicos. Hago esta precisión porque hay un cambio sustancial en el 
concepto, que debe tener algún fundamento de carácter técnico, antes que político o económico. Antes 
se hacía referencia al producto bruto extraído y ahora se habla del valor de comercialización del 
producto extraído. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además de las interrogantes presentadas por el señor Senador Abreu, me 
gustaría saber si es correcto que en nuestra legislación se haga referencia a “Free on Board”. ¿Se 
acepta que en una ley se utilicen palabras en inglés? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En algunos contratos se utiliza la sigla FOB. 


SEÑORA GOÑI.- En el segundo párrafo del 1A) se establece que el valor se calculará por el promedio 
ponderado de los precios que el producto bruto tenga en el último semestre transcurrido y en las plazas 
principales de comercialización, deducido el costo del transporte. Más adelante se establece que no 
debe comercializarse en esas condiciones. Para ser breve, les diré que es imposible calcular sobre 
este producto. Pareciera que es un misterio, porque siempre dependemos de lo declarado por la 
empresa, principalmente por el costo del transporte. Para la Dirección Nacional de Minería es un 
problema hacer este cálculo, porque es muy errático. Este fue el motivo por el cual decidimos hacer un 
cálculo más transparente. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Reafirmando lo que se ha hablado, esto lo preguntamos cuando vino el Ministro. 
En ambos casos la argumentación dada por el Ministro y su equipo fue la necesidad de tener 
elementos con los cuales controlar. Recuerdo que se citó el ejemplo de que, en la minería de oro, hubo 
un momento en que se llegó a cobrar US$ 4 por tonelada de oro que se extraía. El problema es que el 
cálculo se hacía a partir del total de lo extraído, menos los costos, pero estos eran los que declaraba la 
empresa. A su vez, todos sabemos que la Dirección encargada de esta actividad no funcionaba bien, 
ya que no tenía gente y muchas cosas eran por libreta; recién ahora se está instrumentando un 
sistema informático de control y se está dotando de gente. 


Como decía el señor Ministro, inclusive en la parte metálica, de los tres sistemas que hay en 
el mundo -es decir, el sistema viejo que teníamos acá, el sistema sobre precio de exportación, con la 
limitante de que no puede ser menos del 10% del precio internacional de los mercados, y el sistema 
que se calcula por la ganancia- se eligió este porque era el más fácil de controlar. En definitiva, al tener 
que ser un precio FOB y con el límite de que no puede ser nunca menos del 10%, es fácil de controlar. 
Inclusive, los propios mineros de hoy nos dicen que, en el caso del oro, se cuadriplica lo que tienen que 
pagar, porque antes se calculaba a partir de datos que daban ellos y ahora eso se hace a través de 
datos medibles y tangibles que surgen de la factura. Además, no se puede subfacturar, porque para 
eso está el 90%. Lo mismo sucede con el valor de comercialización, es decir que la idea es tener algo 
tangible en base a criterios mensurables y de mercado. Tal como dijo el señor Ministro, se buscó dar 
transparencia, evitar problemas y que fuera algo totalmente controlable por parte del Gobierno. 


SEÑORA GONÑ|I.- Es exactamente así. 
Con respecto al 15%, debo decir que el 1A) no tiene nada que ver, porque es para metálicos. 


A su vez, en cuanto a la expresión F ree on Board, hay normas de Derecho Comercial que sí 
la mencionan. No sé si será de técnica, pero tal vez se podría poner FOB y la traducción. 


SEÑOR GAMOU.- Tomando en cuenta lo que dijo el señor Presidente sobre la sigla FOB, ensayé una 
traducción: “a bordo sin costos de envío ni seguro”, que se diferencia de CIF, que es Cost, Insurance €: 
Freight. Además, cabe señalar que en un decreto de 1982 dice “sin costos de transporte”. Entonces, 
pienso que en lugar de poner “monto Free on Board”, se podría poner: “monto a bordo sin costos de 
transporte ni seguro”, pues no veo por qué tenemos que yanquizar. Por tanto, estoy de acuerdo con la 
propuesta nacionalista del señor Presidente. 


SEÑOR ABREU.- Quizás podríamos desglosar este artículo para ajustar una redacción adecuada, sin 
equivocarnos al hacer la traducción al español de las siglas del comercio exterior. Además, debo decir 
que prefiero hacer la traducción, porque simplemente se trata de poner la mercadería al costado del 
barco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quería plantear la duda. 


SEÑOR ABREU.- Con respecto al mismo artículo, me quedó pendiente una inquietud referida al caso 
de los minerales no metálicos. La explicación que se nos da es razonable en función de la complejidad 
que tenía la redacción anterior del Decreto Ley N* 15.242. Se puede referir en forma especial al valor 
del mineral inmediatamente de extraído o luego de haber agregado determinado valor en un proceso 
productivo. Si este fuera el caso, el canon sería un tributo sobre el valor agregado en un proceso de 
industrialización, pero debería ser a la inversa. Si lo que se quiere es, entre otras cosas, facilitar la 
parte de productividad o de agregado de valor, el canon debería estar en otra fase del proceso, porque 
se incorpora mayor industrialización y valor agregado a la materia. Esta fue una de las preguntas que 
hicimos al Ministro y no obtuvimos de su parte una respuesta muy clara. En principio, confieso que no 
quiero acompañar una solución de esta naturaleza. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- No tengo ningún inconveniente en aclarar aún más este aspecto. 


Cuando se aplica un agregado de valor o se transforma un producto, cambia su 
especificación: deja de ser mineral para ser palanquilla, pellets, etcétera. 


No recuerdo qué fue lo que dijo exactamente el Ministro, pero siempre interpreté que mineral 
es mineral y, después que se industrializa, hay un salto de categoría. Si quieren agregar una frase que 
lo explique más, no tengo problema. 


SEÑOR ABREU.- Me gustaría dejar en claro que una legislación que modifica las normas vigentes 
debe orientarse a facilitar la industrialización y no a gravar. Lo digo porque esto fue severamente 
cuestionado hasta por el doctor Juan Andrés Ramírez, y fue uno de los argumentos que utilizó aquí en 
la Comisión; incluso, hasta utilizó la palabra “absurdo” para referirse a esta solución. 


Más allá del criterio, queremos que la finalidad que se persigue sea compartida, pero con el 
objetivo de favorecer una mayor industrialización y no de aplicar un tributo sobre la producción 
agregada, más allá de los temas de saltos de partida y de origen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar al señor Senador que todavía no hemos votado nada de la 
disposición; simplemente estamos analizando sus distintas partes. 


Léase por Secretaría la última parte del artículo. 
(Se lee:) 
“2) El porcentaje del Canon de producción será: 


A) Para los yacimientos de la Clase lIl, excepto los correspondientes a sustancias minerales 
metálicas: 


a) Para los primeros cinco años de explotación: 5% (cinco por ciento). Este porcentaje se 
compone de: un 2% (dos por ciento) de Canon estatal y un 3% (tres por ciento) de participación para el 
propietario del predio superficial. 


b) Para los años siguientes será del 8% (ocho por ciento), que se compone de: un 3% (tres 
por ciento) de Canon estatal y un 5% (cinco por ciento) de participación del propietario del predio 
superficial. 


B) Para los yacimientos de la Clase lll, correspondientes a sustancias minerales metálicas: 


Para todo el período de explotación: 5% (cinco por ciento). Este porcentaje se compone de: un 
3% (tres por ciento) de Canon estatal y un 2% (dos por ciento) de participación para el propietario del 
predio superficial. El Canon estatal se distribuirá un 70% (setenta por ciento) para la Administración 
Central, un 25% (veinticinco por ciento) para el Fondo de Desarrollo del Interior, correspondiente a los 
proyectos y programas de los Gobiernos Departamentales, administrado por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, y un 5% (cinco por ciento) para el Inciso 08 “Ministerio de Industria, 
Energía y Minería' - Dirección Nacional de Minería y Geología, para la promoción de la geología, la 
minería y su cadena de valor. 


C) Para los yacimientos de la Clase IV: el Canon de producción será desde el comienzo de la 
explotación de 10% (diez por ciento). Este porcentaje se compone: un 5% (cinco por ciento) de Canon 
estatal y un 5% (cinco por ciento) de participación para el propietario del predio superficial. 


3) El Canon de producción se abonará íntegramente a los organismos de recaudación 
estatales, abonando la Administración la participación que corresponda al superficiario dentro de los 
treinta días hábiles de percibido. Si fueran varios los propietarios de los predios superficiales 
correspondientes al yacimiento, la participación se distribuirá a prorrata de acuerdo con la extensión 
que abarque el área de la concesión minera en los distintos inmuebles. 


4) El Canon de producción se pagará por semestre vencido y dentro de los veintes días 
hábiles siguientes al vencimiento. A estos efectos se deberán presentar las planillas de producción y de 
comercialización del semestre en cuestión, con la correspondiente documentación probatoria. 


El inicio de los períodos semestrales será fijado por la reglamentación.” 
-En consideración. 


SEÑOR RIANI.- Proponemos que se destine un 50% del canon de producción a la Administración 
Central, en lugar de un 70%; un 40% para el Fondo de Desarrollo del Interior, para las Intendencias; un 
5% para la DINAMIGE y un 5% para la DINAMA. 


¿Por qué hacemos este planteo? Precisamente, porque pensamos que si comienza una 
actividad minera intensa, se van a romper más caminos y va a haber mayor actividad a nivel de las 
Intendencias. Por eso sugerimos que las Intendencias perciban un 40% de ese Fondo para cumplir 
con su objetivo. 


A su vez, como ya expresamos, proponemos destinar el 5% para la DINAMA. Tenemos 
entendido que el Director de la DINAMA estuvo presente en esta Comisión y expresó que no tenían 
condiciones económicas como para realizar los controles. En ese caso, el 5% que proponemos serviría 
para ese fin. Nos parece importante que la DINAMA lleve a cabo un contralor de este tema. 


En síntesis, planteamos cambiar el porcentaje del 70% por el de 50%; destinar un 40% a las 
Intendencias, un 5% para la DINAMA y un 5% para la DINAMIGE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto al señor Senador si esta sugerencia figura dentro de la propuesta 
que su sector político ha presentado. 


Sería de orden desglosar el artículo para votarlo posteriormente. 
SEÑOR RIANI.- Estamos haciendo referencia a los minerales metálicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto que se trata de otras normas. La propuesta del señor Senador Riani 
no figura entre las que ya tenemos en carpeta, sino que es nueva. 


SEÑOR ABREU.- Entre otras cosas, esto deriva del proyecto de ley con exposición de motivos que 
presentamos para distribuir los distintos porcentajes y para dar a las Intendencias del interior un 
porcentaje adecuado en función de la participación dispar que tienen de acuerdo con los diferentes 
emprendimientos que surgen en los distintos departamentos. 


Se prefirió distribuir el porcentaje correspondiente a las Intendencias al Fondo del Congreso 
de Intendentes, para que este luego realice la distribución entre las correspondientes Intendencias, 
pero se nos redujo el porcentaje en este tema. Nuestra propuesta consistía en destinar un 50% y un 
50% y, sin perjuicio del desglose del artículo, queremos expresar claramente que nuestra sugerencia 
consistía en aumentar en forma considerable la participación en el porcentaje de los Gobiernos 
departamentales en cuyos territorios se desarrollan, en forma asimétrica, muchos de los proyectos de 
carácter minero. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que este punto se discutió a la hora de realizar el análisis en general de todo 
el proyecto de ley. 


Con mucho respeto hacia la persona del señor Presidente diría que, salvo que discutamos si 
mantenemos la expresión F ree on Board u otra, quisiéramos votar este artículo tal como figura en la 
iniciativa. No obstante, si llega una mejor traducción para las palabras Free on Board, la aceptaríamos. 
Nos parece que reabrir toda la discusión retrasaría sustancialmente la sanción en general de todo el 
proyecto de ley. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Según me he informado, en base a los precios actuales del hierro, en todo el 
período da unos 90:000.000 a 100.000.000 de canon por año. Si a la Administración Central le 
corresponde el 60%, estamos hablando de 60:000.000, y si a las Intendencias les toca el 25%, serían 
25:000.000 para hacer caminos. Creo que se pensó en que se trata de grandes volúmenes. 


En el caso del oro también pedí una comparación, e igualmente se trataba de una suma 
importante. Este dinero para la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que termina en las 
Intendencias, es muchísimo. Incluso, en algunos casos es mayor al presupuesto anual de la propia 
Comuna. Lo comento porque una situación es hablar de porcentajes, y otra es hablar de dinero real, y 
también por lo que incide en los gastos de algunas Intendencias. La mayor parte del emprendimiento 
es para el lado de Florida, por cuanto va a recibir una cantidad de dinero más que interesante. Me 
interesaba establecer esto en valores absolutos y no sólo porcentuales; estoy de acuerdo en dejarlo tal 
como está. 


SEÑOR RIANI.- Creo que se debe considerar que la actividad minera, a través de los nuevos 
proyectos que se han encarado, va a cambiar sustancialmente el movimiento en las carreteras, que no 
están acostumbradas a recibir el peso de camiones de 200 toneladas. En esa área afectada por 
diferentes explotaciones mineras, no sé qué impacto pueda tener a largo plazo. Si bien es cierto que 
las cifras son importantes, esta actividad es nueva y habrá que evaluarla con detenimiento, sobre todo 
teniendo en cuenta ese tipo de maquinaria que no estamos acostumbrados a ver en nuestros caminos. 
Estamos abriendo el paraguas antes de que sucedan las cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 5 continúa en consideración. 


Hay una propuesta del señor Senador Gamou de votarlo, ideas sustitutivas por parte del señor 
Senador Riani y observaciones planteadas por el señor Senador Abreu. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me sumo a la propuesta del señor Senador Gamou y planteo que estoy abierto a 
realizar dos cambios: la sustitución de la expresión Free on Board y a agregar alguna frase que 
refuerce el carácter de mineral, para evitar que el material al que se le agregó valor no se considere. 
No sé si es necesario, pero estamos dispuestos a estudiar una redacción alternativa. Por lo tanto, 
podríamos votar ahora el artículo, dejando abierta una posible discusión con esas propuestas que 
acabo de indicar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 5*. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 6% 
(Se lee:) 


“Artículo 6*.- Sustitúyese el artículo 59 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, con 
las modificaciones introducidas por los artículos 194 y 195 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 
2007, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 59.- Las infracciones administrativas serán objeto de las siguientes sanciones: 
Apercibimiento. 


Multas que se graduarán según la infracción y la circunstancia agravante de reiteración, 
en leves, graves y muy graves, entre 4.000 Ul (cuatro mil unidades indexadas) y 1.600.000 Ul (un 
millón seiscientas mil unidades indexadas). Corresponde al Poder Ejecutivo a través de la 
reglamentación, determinar la calificación de las infracciones de acuerdo a las categorías precedentes. 


Caducidad del derecho minero. En el caso de actividad extractiva sin título o autorización 
habilitante para la explotación se aplicará directamente esta sanción. 


Desestimación de la solicitud minera en trámite. En el caso de actividad extractiva sin 


título o autorización habilitante para la explotación, se aplicará directamente esta sanción”. 
En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera realizar una contribución al culto semántico. Me resulta un poco chocante la 
palabra “desestimación”. No entiendo por qué se puso esa palabra, más allá de que viene del decreto 
anterior. En lo personal, entiendo que la palabra “desestimación” es rechazo de la solicitud minera en 
trámite. Desde el punto de vista jurídico, ¿qué quiere decir desestimar? Es lo mismo que rechazar. 
Jurídicamente el verbo sería “estimar”, y “desestimar” sería lo contrario. Aclaro que esto es un 
comentario sobre las redacciones anteriores. No conozco una forma jurídica de aproximarse a 
desestimar algo, más allá de que en este caso se trata de un trámite administrativo que tiene como 
sanción el rechazo. 


SEÑORA GONÑ!I.- Como dice el señor Senador, esta redacción viene del decreto anterior. Supongo que 
esto tiene que ver con que los trámites tienen un plazo bastante prolongando y “rechazar” podía llevar 
a pensar que eso sucede al principio. Entonces, se desestima, porque se lo puede hacer en cualquier 
etapa del trámite. De todas maneras, creo que son sinónimos y no me parece que sea un concepto 


jurídico estricto, sino algo obvio y natural, como dice el Código Civil. Reitero: supongo que se deben 
haber referido a “desestimar” en el sentido de que no importa en qué etapa esté el trámite, dejándose 
sin efecto la solicitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6%. 
(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 7”. El Ministerio nos ha enviado una redacción con una pequeña 
modificación. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GAMOU.- Debo expresar a los señores Senadores que nos va a observar el Presidente de la 
Asamblea General, ya que en esta redacción figura la expresión “y/o”. En lo personal, eliminaría la “o”. 


SEÑORA GOÑI.- Quiero aclarar que la letra “o” en la expresión “y/o” es disyuntiva. O sea que si se 
quita, no va a quedar la intención por la cual fue puesta, que era distinguir la actividad geológica de la 
minera porque, en los hechos, es diferente, ya que se puede dar una actividad geológica y minera -en 
el caso de la exploración- o geológica o minera. 


SEÑOR ABREU.- Creo que la expresión “y/o” hay que eliminarla, y al decir esto recuerdo a Wilson 
Ferreira, que tenía una especie de fiebre contra la expresión “y/o” y nunca la admitió en ningún tipo de 
proyecto de ley. 


SEÑOR GAMOU.- Propongo que la expresión sea la siguiente: “Principios generales que rigen la 
ejecución de la actividad geológica, minera o geológica y minera”. Desde el punto de vista del 
Presidente de la Asamblea General, creo que esa expresión es impecable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción del señor Senador 
Gamou en el sentido de cambiar la expresión “actividad geológica y/o minera” por “actividad geológica, 
minera o geológica y minera”, en el título del Capítulo 11. 


(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 8%, correspondiente al antiguo 7”. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, 
por el siguiente: 


“Son condiciones básicas para la ejecución de la actividad minera, con relación a cada una 
de sus fases, en caso de corresponder: 


El programa de la actividad y de la explotación, adecuados al yacimiento, con especificación de 
métodos a aplicar; 


El plan de inversiones y el estudio de su viabilidad; 


La caución o el aval que asegure el resarcimiento de los daños y perjuicios que deriven de las labores 
mineras; 


La determinación del área que será objeto de actividad minera y los plazos de ejecución de cada fase; 
La autorización especial referida a zonas sujetas a autorizaciones especiales (artículo 64); 

Deslinde, mensura y señalización del área que será objeto de explotación; 

Acreditar la obtención de las autorizaciones ambientales, conforme a la normativa vigente. 


Para la Clase l, el Poder Ejecutivo determinará lo que corresponda, sin perjuicio de la aplicación 
subsidiaria de lo establecido por el artículo 104. 


Para la Clase IV, la Inspección General de Minas adecuará el régimen, en tanto el área de 
explotación esté contenida dentro del predio superficial, si su propietario es el titular de la Concesión. 


Para las Clases ll, 1Il y IV, cuando el concesionario no es el propietario del predio superficial, son 
de aplicación las prescripciones de los artículos 104 y siguientes”. 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- En cuanto a la expresión “en caso de corresponder”, que es una de las 
modificaciones realizadas, en realidad corresponde lo que disponga la ley, por lo que el hecho de que 
ello se exprese o no, no es un tema importante. Digo esto porque no se trata de un tema de 
discrecionalidad, pues va a corresponder de acuerdo a las normas que lo establezcan. Es decir que 
aunque se agregue la expresión “en caso de corresponder”, la posibilidad de actuar con flexibilidad no 
está en función de la discrecionalidad del Poder Ejecutivo o de la unidad ejecutora, sino de lo que 
disponen las normas. Entonces, al estar fijadas, las normas no dejan mucho espacio o justificación 
para agregar “en caso de corresponder”. 


La segunda sugerencia consiste en que dado que los diferentes literales comienzan, por 
ejemplo, “El plan”, “La caución”, “La autorización”, en el f) debería decirse “El deslinde” y, en el g) “La 
acreditación de la obtención”, para seguir el mismo criterio de redacción. 


SEÑORA GOÑ!I.- Con respecto a la consulta formulada por el señor Senador Abreu, debo decir que se 
establece “en caso de corresponder” porque en el literal a) -que ya figuraba en la antigua redacción- se 
dice “El programa de la actividad y de la explotación”, pero como en la exploración simple no hay 
explotación, por ende no puede presentarlo. Por eso se expresa “en caso de corresponder”, de 
acuerdo al título. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Bordaberry presentó un agregado al literal g) nuevo, o sea, 
que luego de “conforme a la normativa vigente” iría una coma, y el agregado: “conforme a lo dispuesto 
en los artículos 6 y 7 de la Ley N* 16.466, de Medio Ambiente”, que es, precisamente, la Ley de Medio 
Ambiente. 


A efectos de un mayor entendimiento, léase el artículo 6% de la Ley N* 16.466. 


(Se lee:) 


“Artículo 6”.- Quedan sometidas a la realización previa de un estudio de impacto ambiental 


las siguientes actividades, construcciones u obras, públicas o privadas: 


Carreteras, puentes, vías férreas y aeropuertos. 


Puertos, terminales de transvase de petróleo o productos químicos. 


Oleoductos, gasoductos y emisarios de líquidos residuales. 


Plantas de tratamiento, equipos de transporte y disposición final de residuos tóxicos oO 
peligrosos. 


Extracción de minerales y de combustibles fósiles. 


Usinas de generación de electricidad de más de 10 MW, cualquiera sea su fuente primaria. 


Usinas de producción y transformación de energía nuclear. 


Líneas de transmisión de energía eléctrica de 150 KW o más. 


Obras para explotación o regulación de recursos hídricos. 


Complejos industriales, agroindustriales y turísticos, o unidades que, por su naturaleza y 
magnitud, puedan causar un impacto ambiental grave. 


Proyectos urbanísticos de más de cien hectáreas o en áreas menores consideradas de relevante 
interés ambiental a criterio del Poder Ejecutivo. 


Las que se proyectaren realizar en la faja de defensa costera definida por el artículo 153 del 
Código de Aguas. 


M) Aquellas otras actividades, construcciones u obras que, en forma análoga a las indicadas 
precedentemente, puedan causar impacto ambiental negativo o nocivo. El Poder Ejecutivo 
reglamentará esta disposición. 


N) El Poder Ejecutivo reglamentará los criterios mínimos de las actividades, construcciones u 
obras, a partir de los cuales se deberán realizar las evaluaciones de impacto ambiental. 


La enunciación precedente es sin perjuicio de lo establecido por otras normas legales específicas 
referidas a esta materia, que seguirán vigentes.” 


-En mi opinión, el agregado propuesto no guarda lógica, porque no se puede decir “conforme 
a la normativa vigente” y, al mismo tiempo, “conforme a lo dispuesto en los artículos 6% y 7”. Entiendo 
que cuando se establece “conforme a la normativa vigente”, se incluye lo dispuesto por esos artículos. 


SEÑORA GOÑI.- En la redacción anterior la ley incluye el decreto reglamentario, así como las 
modificaciones que puedan surgir, porque es bastante amplia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8%, tal como figura en 
el repartido. 


(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 9. 
(Se lee:) 


“Artículo 9*.- Sustituyese el artículo 67 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 67.- Los yacimientos de la Clase | quedan sometidos al régimen que prescribe el Capítulo 
Il de este Título”. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 10. 
(Se lee:) 


“Sustitúyese el artículo 68 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en la redacción 
dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente. 


“Artículo 68.- Para los yacimientos de la Clase | del artículo 7% del Código de Minería, cuando 
las áreas a prospectar, explorar o explotar, se encuentren afectadas por otros títulos mineros, el Poder 
Ejecutivo procurará la simultaneidad o concurrencia de las actividades mineras, y en caso de no ser 
posible decidirá cuál debe prevalecer, disponiendo la caducidad del título en caso que resuelva la 
prevalencia de la actividad relativa a los yacimientos de Clase 1. 


Para la etapa de prospección así como de exploración se podrá suspender el título minero 
por el plazo que estime el Poder Ejecutivo para permitir el desarrollo de las labores mineras relativas a 
los yacimientos de la Clase |. 


Si para realizar la actividad minera relativa a los yacimientos de la Clase | del artículo 7* del 
Código de Minería, es necesario ingresar a alguno de los predios, acreditados los extremos que exija la 
reglamentación por parte de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) 
o quien hubiera contratado con ella, la Dirección Nacional de Minería y Geología declarará la 
servidumbre de estudio. 


Si el área solicitada se encontrara declarada o en trámite otra servidumbre y no fuera posible 
la coexistencia de ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá cuál debe primar, de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo anterior. 


ANCAP, a medida que se desarrollen las labores mineras relativas a los yacimientos de la 
Clase |, comunicará al Poder Ejecutivo las modificaciones del área a los efectos previstos en el artículo 
69. Dicha resolución se comunicará a la Dirección Nacional de Minería y Geología. En virtud de la 


” 


comunicación precedente, el Poder Ejecutivo modificará el área asignada”. 
En consideración. 


SEÑOR GAMOU.- Considero que en el tercer párrafo, si bien es correcto, se debería incluir alguna 
coma o punto y coma para evitar confusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que la doctora Goñi hiciera algún comentario respecto de este 
artículo. Si entendí bien, el artículo 68 elimina el literal b) de la Clase | y de esa forma, ANCAP, 
además de manejar los hidrocarburos, haría lo propio con el gas, es decir que se amplía el manejo a 
otro tipo de derivados que no son los minerales metálicos. Quiere decir que el Estado, a través de 
ANCAP, tendría la potestad monopólica de la explotación de derivados como los hidrocarburos y el 
gas. Reitero: si entendí bien, se elimina el literal b) de la Clase l, de manera que esta Clase quedaría 
toda a disposición de ANCAP y abarcaría no solamente a los hidrocarburos, sino a otro tipo de 
combustibles, que supongo será el gas. 


SEÑORA GOÑI.- No se trata del gas. La Clase | estaba compuesta por dos literales, el A) y el B), pero 
esto no tiene que ver con los minerales metálicos sino que son todos minerales energéticos. 


La Clase 1A) corresponde a los yacimientos de combustibles fósiles, que incluyen petróleo, 
gas natural, hulla, turba, rocas, etcétera, y la Clase 1B) a otros yacimientos de sustancias minerales o 
elementos aptos para generar industrialmente energía. Es decir que todos son energéticos; no son 
metálicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entendí bien, antes ANCAP estaba solamente para la Clase 1A) y ahora se 
le agrega la 1B). 


SEÑORA GOÑ!I.- Antes ANCAP tenía las Clases 1A) y 1B). Luego, en una modificación que se le hizo 
al Código, se excluyó de ANCAP la 1B) -que incluye, por ejemplo, al uranio- y ahora se pretende volver 
a la situación original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y cuál es la razón por la que se propone que ANCAP tenga la potestad de 
explotar el uranio? 


SEÑORA GONÑ|I.- Estratégicamente es un energético. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que tiene que ser del Estado. ANCAP es una empresa del Estado, 
pero el Estado es el Poder Ejecutivo, el Ministerio. 


SEÑORA GONÑ!I.- El organismo competente para realizar una actividad geológica o minera es ANCAP, 
porque el Poder Ejecutivo no tiene la infraestructura para desarrollarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que estoy diciendo es que la actividad le corresponde al Estado y este 
después se la encarga a ANCAP o a quien quiera. Este es un tema muy recurrente y muy viejo en 
nuestro Estado; me refiero a las famosas “chacras”. Todos sabemos que después siempre aparece 
alguien que dice: “Esto es mío y aquí no se mete nadie”. En este caso, parecería que esto no es del 
Estado, de todos nosotros, sino que pertenece a la empresa ANCAP. Entonces, creo que debería 
establecerse que la actividad corresponde al Estado, en la figura del Poder Ejecutivo, y no de su 
empresa. Si mañana se descubre que existe uranio, el Estado podrá encargarle la explotación a 
ANCAP, porque es la que tiene las condiciones para ello, pero esto deberá hacerse a través de un 
decreto del Poder Ejecutivo. No creo que deba estar dentro de la órbita de ANCAP por ley, porque 
después vemos que se levantan muros o alambrados y esta empresa pasa a tener derechos en temas 
que, a mi juicio, son del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me quedan dudas a este respecto, porque la disposición establece: “Si para 
realizar la actividad minera relativa a los yacimientos de la Clase | del artículo 7? del Código de Minería, 
es necesario ingresar a alguno de los predios, acreditados los extremos que exija la reglamentación 
por parte de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP) o quien hubiera 
contratado con ella, la Dirección Nacional de Minería y Geología declarará la servidumbre de estudio”. 
Da la impresión de que la que decide es la Dirección Nacional de Minería y Geología. 


SEÑORA GOÑ!I.- El primer tema planteado no tiene carácter técnico, sino que es de política legislativa; 
por lo tanto, no puedo responder. 


En cuanto a la segunda duda, quiero aclarar que esta parte se refiere a la servidumbre. 
Cuando ANCAP realiza la actividad -esto sucede en la Clase 1A) ahora- tiene que llenar determinadas 
condiciones que están en el Código de Minería: el Poder Ejecutivo le asigna un área, etcétera. Pero la 
puede hacer por ella misma o por un tercero que contrata con la empresa. Ese contrato está sometido 
a la autorización del Poder Ejecutivo y también tiene que haber una asignación de área, etcétera; debe 
haber determinados documentos que tienen que llenar los requisitos establecidos. Este párrafo se 
refiere a la servidumbre de estudio, que es declarada por la Dirección Nacional de Minería y Geología. 
Como se habla de energéticos, la prospección es diferente a la realizada en la mayoría de los 
minerales. En muchas ocasiones no es necesario ingresar a los predios y, además, se realiza en zonas 
muy vastas. Entonces, aquí se establece que la Dirección Nacional de Minería y Geología tenga la 
posibilidad de declarar una servidumbre de estudio parcial únicamente para aquellos predios donde es 
necesario ingresar. 


SEÑOR RIAN!I.- El artículo 68 establece: “Si el área solicitada se encontrara declarada o en trámite 
otra servidumbre y no fuera posible la coexistencia de ambas, el Poder Ejecutivo dispondrá cuál debe 
primar”, etcétera. 


SEÑOR ABREU..- Las competencias se encuentran divididas. Por un lado, el Poder Ejecutivo actúa con 
el Presidente de la República y el Ministro respectivo y, por otro lado, la Dirección Nacional de Minería 
y Geología tiene reservada, exclusivamente, la declaración de servidumbre de estudio. Si nos 
remitimos al artículo 32 -que fue desglosado y que ahora es el artículo 4% del proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes- veremos que expresa lo siguiente: “La imposición de las 
servidumbres mineras será declarada por el Poder Ejecutivo con arreglo a las condiciones que se 
establecen en los artículos siguientes, salvo en el caso de las servidumbres de estudio, las que serán 
declaradas por la Dirección Nacional de Minería y Geología, sin requerir vista previa al superficiario”. 
Los señores Senadores deben recordar que el tema fue discutido en profundidad. Precisamente, tengo 
una de las sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que fue tan contundente que 


condena en costos a la Administración expresando: “la pertinaz postura de la Administración, 
desconociendo abiertamente garantías inherentes al Estado de Derecho”, etcétera. Entonces, este 
tema está vinculado a la vista previa al superficiario y a la reserva exclusiva de la servidumbre de 
estudio a la Dirección Nacional de Minería y Energía, en el caso de los capítulos que refieren a los 
minerales. Por este motivo, planteo el desglose del artículo para estudiarlo con mayor profundidad, 
teniendo en cuenta que el artículo 4% ha sido desglosado y fue motivo de una gran discusión porque se 
refiere a las servidumbres de estudio, sin requerir vista previa al superficiario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez la doctora Goñi pueda responderme una pregunta de carácter 
conceptual. Concretamente, ¿por qué hubo un cambio de criterio y se incluyó en ANCAP la regulación 
del uranio, siendo que la legislación anterior la había sacado? ¿Se piensa que en un futuro ANCAP 
será un ente minero? Si en un futuro se decide explotar en el país energía en base a uranio -me refiero 
a energía nuclear- ¿es una decisión del Poder Ejecutivo que lo realice ANCAP? ¿Por qué no lo puede 
hacer UTE? Estamos hablando de un tema energético. No sé si la doctora Goñi conoce la respuesta, 
pero simplemente quiero saber cuál es la razón por la que se incluyen los minerales energéticos que 
no tienen que ver con hidrocarburos. Si se me dice que se trata de hidrocarburos o de gas, sería más 
lógico, porque es una empresa que refina petróleo y que tiene inversiones en gas, si bien tampoco 
estoy totalmente de acuerdo en que esta sea la empresa titular; me parece más lógico que sea del 
Estado en su conjunto, como persona pública mayor. 


SEÑORA GONÑI.- Francamente, no sé cuál es la razón. 


SEÑORA PIAGGIO.- Estamos hablando de los yacimientos de la Clase 1B) y esos yacimientos de 
sustancias minerales aptos para generar industrialmente energía también son combustibles, aunque no 
combustibles fósiles. El uranio es un combustible y entraría en el mismo régimen de otros 
combustibles, como los fósiles que están previstos en la clase 14). 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Creo que en un momento en que la energía es un tema estratégico para el país, 
la idea era retornar al Estado el control sobre los combustibles energéticos en forma global. ¿Por qué 
lo hace ANCAP? Porque es la única empresa que tiene experiencia minera. Actualmente, ANCAP es 
una empresa minera, ya que no sólo investiga y prospecta en materia de calizas sino que, 
históricamente, siempre se ha hecho cargo de lo que tiene que ver con los esquistos bituminosos. Si 
bien su equipo estaba muy disminuido, ahora, con el tema de la prospección petrolera, han entrado 
jóvenes ingenieros químicos, geólogos, etcétera. Parte de la estrategia de ANCAP fue formar una muy 
fuerte contraparte uruguaya y, para ello, varios técnicos han ido a Rusia, Vietnam y el Golfo Pérsico a 
aprender de estos temas. 


Entonces, se dio esto a la empresa que tiene idoneidad técnica y equipo para hacerlo. UTE, 
por ejemplo, carece de esto; si el país algún día decide tener una central nuclear, va a ser la encargada 
de operarla, pero una cosa es operar esa central y, otra distinta, tener el conocimiento técnico y los 
cuadros experimentados necesarios para encargarse de la parte minera del uranio. 


SEÑOR ABREU.- Recuerdo que, en el caso de las arenas negras de Rocha, el Ministerio realizó un 
convenio con la Facultad de Agronomía de la Universidad de la República. En este caso, ANCAP 
podría participar -si tiene interés- pero no sólo como ente autónomo o empresa del Estado, ya que dice 
“o quien hubiera contratado con ella”. Es decir que aquí está el Estado contratando con un tercero. 


Más allá de la actividad minera de ANCAP, me parece que en estos temas de investigación lo 
mejor sería dar un espacio importante a la Universidad de la República para que, a través de sus 
distintas Facultades, pueda realizar los convenios y trabajar en investigaciones de esta naturaleza con 
las servidumbres de estudio. De esta forma se iría más allá de los intereses empresariales y el 
Ministerio podría trabajar en consonancia con la empresa ANCAP, que no quedaría siempre 
intermediando o participando en el medio de estas cosas. Digo esto, no por razones de ideología -o 
que puedan ser interpretadas ideológicamente- sino burocráticas en el sentido weberiano de la palabra, 
es decir, no simplemente de trámite. 


Esa es la reflexión que quería compartir con ustedes, aunque no con la intención de llegar a 
una conclusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que ya se habló bastante del artículo y hay una propuesta de 
desglose del señor Senador Abreu. Si no hay inconveniente, primero votamos; si hay mayoría, se 
desglosará y, si no, se pasará a votar la disposición. 


Se va a votar el desglose solicitado por el señor Senador Abreu. 
(Se vota:) 
3 en 7. Negativa. 


SEÑOR GAMOU.- Si se piensa en desglosar, quisiera pedir que también se analizaran dos pequeños 
detalles que creo importantes. En el tercer parágrafo de la página 10 dice: “Si para realizar la actividad 
minera relativa a los yacimientos de la Clase | del artículo 7% del Código de Minería, es necesario 
ingresar a alguno de los predios,” y sigue. Por mi parte, pienso que en lugar de una coma, podría 
colocarse allí un punto y coma, porque va a facilitar mucho el entendimiento. 


Y lo otro es que si se dice: “la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtlana”, 
no se debería poner ANCAP, porque se quita elegancia al texto. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con relación al tema de si se tratará de ANCAP o de la Dirección Nacional de 
Minería y Geología, haríamos las consultas pertinentes. Por supuesto, no tendríamos inconveniente 
alguno en desglosar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente el desglose. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dado que todavía tenemos algunos puntos de la agenda para tratar, propongo que antes de 
dar por finalizada la sesión de hoy leamos un par de artículos más. 


SEÑOR GAMOU.- Como vamos a terminar temprano, solicito que para la próxima reunión sesionemos 
en doble horario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez no sea necesario, porque en las últimas horas hemos avanzado 
mucho. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me parece que lo mejor es terminar de leer los artículos que veníamos tratando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, vamos a dar lectura a los 
artículos 11 y 12. 


Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 


“Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 69 del Decreto-Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en 
la redacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 69.- Para los yacimientos de la Clase |, el Poder Ejecutivo establecerá, en cada 
caso, para la realización de la actividad minera la extensión y forma del área que será objeto de 
labores mineras, el plazo de ejecución de cada etapa y las demás condiciones que requiera el 
desarrollo de dicha actividad. 


La resolución será comunicada a la Dirección Nacional de Minería y Geología, quien, previo 
a dar trámite u otorgar títulos mineros sobre dicha área, comunicará a los peticionarios que el área será 
objeto de actividad minera relativa a yacimientos pertenecientes a la Clase l, del artículo 7* y que en 
caso de no ser posible la simultaneidad o concurrencia del título solicitado con la actividad relativa a 
yacimientos de la Clase l, el Poder Ejecutivo podrá decretar la suspensión de las actividades o la 
caducidad del título minero, sin abonar indemnización. 


Son de aplicación a este régimen las disposiciones sobre servidumbre minera y vigilancia 


establecidas por este Código”. 
En consideración. 


Aquí claramente se agrega un segundo inciso que, a mi juicio, incorpora un concepto a favor 
del superficiario, ya que permite que el Poder Ejecutivo revoque o suspenda las actividades en función 
de una objeción hecha por el dueño del predio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 


“Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 70 del Decreto - Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, en 
la redacción dada por el artículo 230 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


'ARTÍCULO 70.- Las sustancias minerales de los yacimientos de la Clase |, al ser separadas 
o extraídas del yacimiento, se incorporan al dominio privado del Estado, con excepción de los 
volúmenes necesarios para resarcir el costo de producción o para retribuir al contratista, si es el caso, 


y» 


que se incorporan al patrimonio de la entidad estatal que realiza la actividad minera”. 
En consideración. 


En realidad, se elimina la referencia al literal A) y se incluye todo en la Clase l, juntando los 
fósiles con los otros. A su vez, se incluye la potestad de incorporarlos “al patrimonio de la entidad 
estatal que realiza la actividad minera”, es decir, ANCAP. 


SEÑORA DALMÁS.- Eso se mantiene tal como estaba. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero eso no quiere decir que el planteo anterior estaba bien hecho. 
SEÑOR ABREU.- Pero hay que tener en cuenta lo que se expresa en el artículo 13. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede ser, señor Senador, pero habíamos acordado analizar los artículos 11 
y 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 12. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- Sustitúyese el Capítulo 11 del Libro Segundo, Segunda Parte, Título l, artículos 
71 a 76, del Decreto - Ley N* 15.242, de 8 de enero de 1982, por el siguiente: 


“CAPÍTULO I! 
Régimen de los yacimientos de la Clase | 


ARTÍCULO 71.- La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland es el 
organismo competente para realizar la actividad minera correspondiente a la Clase | del artículo 7”. 


ARTÍCULO 72.- La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland podrá 
ejecutar una, varias o todas las fases de la actividad minera, mediante contratación con terceros, a 
nombre del ente Estatal, contratando a tales efectos con personas físicas o jurídicas, nacionales o 
extranjeras, de derecho público o privado, o con organismos internacionales. 


La contratación podrá revestir cualquiera de las formas utilizables en la materia, incluso la 
que pone el riesgo a cargo del contratista. 


ARTÍCULO 73.- Las bases de contratación deberán ser autorizadas por el Poder Ejecutivo el 
que también deberá aprobar el contrato a suscribirse como condición de validez del mismo. 


Para la selección del contratista se procederá mediante concurso de ofertas o licitación 
pública, pudiendo prescindirse de esos procedimientos y efectuar la contratación directa con 
autorización del Poder Ejecutivo. 


El pacto de retribución en especie al contratista, se entenderá siempre bajo la condición de 
que el ente Estatal tendrá el derecho de adquirir al contratista los volúmenes que hayan de destinarse 
al mercado interno, determinándose en la contratación las oportunidades, proporciones y bases de 
precios correspondientes. 


ARTÍCULO 74.- Todas las actividades comprendidas en la industria de la Clase |, se declaran 
de interés nacional. 


ARTÍCULO 75.- Las sustancias de la Clase | del artículo 7? y las sustancias que las 
acompañan, cualquiera sea el estado físico en que se encuentren o forma en que se presenten, por el 
hecho de la explotación o extracción quedan desafectadas del dominio originario, incorporándose al 
dominio común del Estado. 


Los volúmenes que sea necesario utilizar para las operaciones así como los requeridos para 
el resarcimiento del costo de producción, o para retribuir al contratista por el hecho de la exploración o 
de la extracción, quedarán incorporados al patrimonio de la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Pórtland (ANCAP). 


Los volúmenes restantes serán administrados por ANCAP. 


El contratista podrá disponer libremente para la exportación de los volúmenes de sustancias 
que le correspondan de acuerdo al contrato. 


ARTÍCULO 76.- Se declaran de utilidad pública las expropiaciones que se requieran para el 
cumplimiento de cualesquiera de las actividades relativas a la industria de las sustancias de la Clase | 


y» 


del artículo 7* en cualquiera de sus formas o fases”. 
En consideración. 


En este artículo se pone todo en la Clase | y, además, se agregan todas las fases de la 
actividad minera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 13. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR GAMOU.- Como en el día de hoy he realizado observaciones tan conceptuales, para seguir 
con el criterio debo indicar que en la página 13 no queda bien que se exprese: “los volúmenes 
restantes serán administrados por ANCAP”. Allí también deberíamos decir: “por la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo con las modificaciones introducidas por parte del señor 
Senador Gamou en la redacción que nosotros no acompañamos. La mayoría acompañó este artículo. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer una pequeña reflexión, volviendo a todo el cuerpo de este proyecto 
de ley. 


Como recordarán los señores Senadores, había una serie de observaciones al artículo 87 del 
Código de Minería, sobre todo por los plazos de prospección, exploración y explotación. Una de las 
observaciones que se hacían era que la extensión de los plazos podía fomentar la especulación, sobre 
todo de grandes empresas en la actividad minera. De alguna manera, eso fue compartido por algunos 
señores Senadores. Menciono este tema, sin perjuicio de votar otra vez, para que quede en nuestro 
horizonte: el proyecto, que lleva el plazo hasta 36 meses, con una prórroga de otros 72, en este caso 
se va a aplicar a todas las actividades mineras a las que se le da la facultad a ANCAP. Quiere decir que 
ANCAP se va a favorecer con la ampliación de la actividad minera en todas sus fases -incluso en el 
capítulo |- y con esta extensión de plazos y, por tanto, no solo puede haber un sentido especulativo en 
el ámbito privado, sino también en el sector público y en la empresa pública. Dejo esto como reflexión, 
más allá de que lo vamos a argumentar cuando corresponda. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- De todas formas, recuerdo que no es una extensión sine qua non, sino que debe 
estar fundamentada por un plan. Se exige -cosa que antes no sucedía- una base técnica para habilitar, 
como lo dice después, la extensión de los plazos. No es que ANCAP lo solicite, sino que el Ente o el 
privado deben presentar una fundamentación que lo justifique técnicamente. El espíritu de la ley 
apuesta a una profesionalización de la gestión de la Dirección Nacional de Minería y Geología. Es más, 
en la Ley de Presupuesto se la ha dotado de recursos humanos y materiales. Inclusive, el 5% que se 
le destina es para tratar de hacer un mapa geológico nacional. No está escrito que haya que 
concedérselo, pero el privado o ANCAP tendrán que justificar técnicamente el porqué de la extensión 
del plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido una invitación de la señora Senadora Dalmás, en su carácter 
de Presidenta de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, para concurrir a una reunión 
conjunta de ambas Comisiones con la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de la Compañía del 
Gas a llevarse a cabo en el día de mañana a las 15 y 30 horas. Debo aclarar que estas personas 


también han realizado un pedido de audiencia a esta Comisión. Por lo tanto, la Presidencia recomienda 
aceptar esta invitación. 


Por otro lado, hay dos solicitudes de audiencia relativas a la carpeta que tenemos a estudio. 
Como todavía estamos considerando el proyecto de ley, por ahora no voy a fijar esas audiencias; en 
todo caso, las citaríamos para una sesión extraordinaria. De todas formas, en algún momento vamos a 
tener que fijar esas audiencias, de manera que nadie pueda decir que no tuvo oportunidad de hacer 
sus planteos sobre el proyecto de reforma del Código de Minería. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 7 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


